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TERCERA SALA UNITARIA. 

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD
ADMINISTRATIVA: RA-09/2021/3.
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

AUTORIDAD INVESTIGADORA: 
JESÚS EDUARDO SAUCEDO PÉREZ, Titular 
del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado.

AUTORIDAD SUBSTANCIADORA: 
JESSICA SOLÍS PINEDA,***********Directora de
Responsabilidades y Ética Pública de la
Contraloría General del Estado.
SERVIDOR PÚBLICO: 
***********
MAGISTRADO:

LIC. JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

SECRETARIO DE ACUERDOS:

LIC. ISMAEL MÉNDEZ HERNÁNDEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a once de enero de dos mil veintidós.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número RA-09/2021/3, instaurado en contra de la servidora pública ***********, con nombramiento de Auxiliar Administrativo, en su carácter de Cajera de la Oficina Recaudadora 078 Himalaya, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y,
A N T E C E D E N T E S
I.- Radicación y orden de investigación. El veintiocho de septiembre de dos mil veinte, el C. JESÚS EDUARDO SAUCEDO PÉREZ, Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, en su calidad de Autoridad Investigadora, dio por recibido el oficio SF/DGI/DRPF-567/2020, signado por ENRIQUE ALFONSO DE LA BARRERA CAMACHO, Director de Recaudación y Política Fiscal, adscrito a la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual hizo de su conocimiento que el diecisiete de agosto del citado año, se recibió el escrito firmado por la contribuyente *********** a través del cual solicitó la solución del problema que se generó al querer realizar trámite de baja de un vehículo de su propiedad, mismo que a decir del Director de Recaudación y Política Fiscal en su de cuenta, se encuentra debidamente al corriente, puesto que se realizó el pago en efectivo el día veintiuno de marzo de dos mil veinte, con el recibo oficial con folio 78-27025507 emitido por la Oficina Recaudadora de Himalaya, respecto de los ejercicios fiscales 2018, 2019 y 2020 por la cantidad de $7,655.00 (siete mil seiscientos cincuenta y cinco pesos 00/100 M.N.), el cual de manera indebida fue cancelado por la Oficina Recaudadora de Himalaya en el mismo día del pago; el propio Titular del Órgano Interno de Control, dio por recibido el anexo 1 integrado por dieciocho fojas útiles; decretó el inicio del Expediente de Investigación número ***********, por la presunta comisión de faltas administrativas; y además, ordenó la práctica de las diligencias necesarias para esclarecer los hechos que se hicieron de su conocimiento. (fojas 40 a 45)
II.- Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa. El veintiocho de abril de dos mil veintiuno, una vez concluida la investigación ordenada en el Expediente de Investigación ***********, el C. JESÚS EDUARDO SAUCEDO PÉREZ, Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, en su calidad de Autoridad Investigadora, se ordenó emitir el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa en contra de la servidora pública ***********, con nombramiento de Auxiliar Administrativo, en su carácter de Cajera de la Oficina Recaudadora 078 Himalaya, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el que consideró que se contaba con pruebas suficientes que acreditaban, de manera probable, que la referida servidora pública incurrió en la falta administrativa grave consistente en peculado, establecida en el artículo 52 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. (fojas 169 a 176). Asimismo, con base en lo dispuesto en el artículo 207, fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas citada, mediante el oficio *********** de treinta de abril de dos mil veintiuno, remitió el citado Informe con el Expediente de Investigación número ***********, a la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, en su calidad de Autoridad Substanciadora. (fojas 6 a 20)
III.- Inicio del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa. Por acuerdo de veintidós de junio de dos mil veintiuno, la C. JESSICA SOLIS PINEDA, Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, en su calidad de Autoridad Substanciadora, admitió el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa del Expediente de Investigación ***********, y ordenó sustanciar el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa ***********, con motivo de la falta administrativa grave imputada a la presunta responsable. En ese sentido, ordenó emplazarla, corriéndole traslado del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, y citó a las demás partes del procedimiento, a efecto de que comparecieran a la Audiencia Inicial a que refiere la fracción II del artículo 207, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, rindieran su declaración y ofrecieran las pruebas que estimaran necesarias. (fojas 179 a 185)
IV.- Audiencia Inicial. A las once horas con treinta minutos del diecinueve de agosto de dos mil veintiuno, se celebró la Audiencia Inicial, ante la presencia de la presunta responsable y de la Autoridad Investigadora, no así ante la Tercero Denunciante, por inasistencia de esta. Asimismo, en el acta respectiva se hicieron constar los generales de la presunta responsable; se le hicieron saber las garantías y derechos que le concede el artículo 207 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; se le reiteraron los motivos por los cuales fue citada a comparecer a la Audiencia Inicial y los hechos probablemente constitutivos de la falta grave imputada, contenidos en el Informe de Presunta de Responsabilidad  Administrativa emitido por el Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas; se le puso a la vista el original del Expediente de Responsabilidad Administrativa ***********la imputada designó abogado defensor, quien una vez que se le tuvo por designado, por su conducto ratificó el escrito de declaración, ofrecimiento y objeción de pruebas, presentado en esa misma data; por su parte, la Autoridad Investigadora, ratificó el contenido del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y por ofrecidas las pruebas ahí señaladas. Posteriormente, a las doce horas con cuarenta minutos del mismo día, se declaró concluida la Audiencia Inicial. (fojas 224 a 233)
V.- Remisión de los autos del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa. Por oficio número *********** presentado el veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, la Autoridad Substanciadora remitió a este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, los autos originales del Expediente de Responsabilidad Administrativa número ***********, en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 208, fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. (fojas 2 a 3)
VI.- Recepción del Expediente de Responsabilidad Administrativa y admisión de la competencia. Mediante auto de veintiséis de agosto de dos mil veintiuno, esta Tercera Sala Unitaria Especializada en Responsabilidades Administrativas, actuando en calidad de Autoridad Resolutora, tuvo por recibido el Expediente de Responsabilidad Administrativa en cuestión, y se ordenó registrarlo en el Libro de Gobierno con el número consecutivo ***********, procediendo a verificar que la conducta descrita en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, coincidiera con una de las faltas graves establecidas en la Ley de la materia. En ese sentido, esta Tercera Sala Unitaria admitió la competencia dentro del procedimiento que ahora se resuelve, y se ordenó notificar de ello, a las partes. (fojas 255 a 257)
VII.- Acuerdo de admisión y desahogo de pruebas. Por acuerdo de cuatro de octubre de dos mil veintiuno, (fojas 262 a 267), en virtud de que las partes quedaron debidamente notificadas sobre la recepción del Expediente de Responsabilidad Administrativa número ***********, y de que esta Sala continuaría conociendo del citado procedimiento radicado con el número ***********; se tuvieron por admitidas y desahogadas en atención a su especial naturaleza, las pruebas Documentales  ofrecidas por la autoridad investigadora y por la presunta responsable, así como las respectivas Presuncional, Legal y Humana e Instrumental de Actuaciones. Con el mismo acuerdo, a la imputada se le tuvo por desistida de las pruebas Testimonial e Informe; y se ordenó el desahogo de la prueba de Cotejo y Compulsa, con el apercibimiento legal correspondiente a la Secretaría de Finanzas, para el caso de que fuera omisa en exhibir el documento materia de dicha probanza, la cual tuvo verificativo el día, lugar y hora señalados en el Acta Circunstanciada levantada por el Secretario de Acuerdos de esta Sala. (fojas 271 a 274). 
Mediante diverso proveído de fecha diecinueve de octubre de dicha anualidad, dado que conforme a lo asentado en la referida Acta Circunstanciada, la Secretaría de Finanzas fue omisa en exhibir el documento materia de Cotejo y Compulsa, se hizo efectivo el apercibimiento decretado por auto del cuatro de octubre anterior,  consistente en que en caso de no exhibir el documento materia de esa prueba, se tendrían por presuntivamente ciertos los hechos que pretendía probar la oferente de la prueba, que en este caso se traduce en que: 
“… el sábado veintiuno de marzo de dos mil veinte, *********** que auxiliaba los sábados como Cajera en la Oficina Recaudadora 079 Himalaya, en esa fecha aproximadamente a las 12:59 doce horas con cincuenta y nueve minutos, le solicitó que por favor le cancelara el recibo folio 78-27025507, ya que la contribuyente no le había completado el importe del pago, y tenía que salir para atender asuntos personales; a lo cual estuve de acuerdo pues casi era la hora de salida y marqué con mi puño y letra la palabra “JOSE”, en la parte inferior derecha del recibo folio 78-27025507, para identificar como de *********** tal documento. …”

Y en virtud de haberse concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas por las partes, con base en lo dispuesto por el artículo 208, fracción III de la Ley de Responsabilidades Administrativas, se declaró abierto el período de Alegatos, por un término de cinco días hábiles comunes para las partes. (fojas 275 a 276)
VIII.- Cierre de instrucción. Por acuerdo de veintinueve de noviembre de dos mil veintiuno, concluido el período de Alegatos, los cuales sólo fueron formulados por la presunta responsable; al no existir promoción pendiente por acordar, con fundamento en el artículo 208, fracción IV, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se declaró cerrada la instrucción en el procedimiento que nos ocupa y se citó a las partes para oír la resolución que corresponda, ordenándose su notificación personal a las partes (fojas 293 a 294)
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia de la Autoridad Resolutora. A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Especializada en Responsabilidades Administrativas, corresponde conocer y resolver en definitiva el presente asunto, conforme a lo dispuesto por los artículos, 123 y 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8°, 29 y 30, fracción I, incisos a) y b) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 3°, fracción IV, inciso e), párrafo segundo y 208, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; así como, de conformidad con el Acuerdo General II.B del Pleno del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, contenido en el Acta de Instalación, Integración y Conformación de este Órgano Jurisdiccional, de fecha 19 de julio de 2017, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 22 de julio de esa anualidad; en tanto que se trata de un Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, iniciado y substanciado en contra de un servidor público vinculado con faltas administrativas graves, cuyo conocimiento y resolución corresponde a las Salas Especializadas en la materia.
SEGUNDO.- Antecedentes del caso (Análisis de la prescripción). De acuerdo con el artículo 73, párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, cuando se trate de faltas administrativas graves, el plazo de prescripción será de siete años, contados a partir del día siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren cesado. En ese contexto, si el acto más antiguo de los atribuidos al indiciado data del veintiuno de marzo de dos mil veinte, se tiene que el supuesto de prescripción no se actualiza en el presente caso, pues a partir del día siguiente a esa fecha hasta la diversa en que se tuvo por admitido el informe de presunta responsabilidad administrativa de mérito, veintiséis de agosto de dos mil veintiuno, transcurrieron sólo un año y seis meses; aunado a que la admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa interrumpió el referido plazo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 115 de la Ley citada; por lo que resulta inconcuso, que en el presente asunto no ha transcurrido el plazo prescriptivo en comento.

TERCERO.- Antecedentes del caso (Calidad de servidor público). Se encuentra plenamente acreditado que la persona sujeta al procedimiento,***********, con nombramiento de Auxiliar Administrativo, al momento de ocurrir los hechos se desempeñaba o tenía funciones como Cajera de la Oficina Recaudadora 078 Himalaya, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, nombramiento y carácter que le fue reconocido dentro del procedimiento de investigación ***********, así como al sustanciarse el consecuente ***********.
El nombramiento y carácter referidos, quedaron acreditados mediante el original del oficio de SF/DA/DRH/449/2021 de 21 de Abril de 2021 (fojas 163 a 164), por el cual remite la Directora Administrativa de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, copia certificada del Movimiento de Personal del Alta Definitiva de *********** a partir del 15/SEP/2015, como Auxiliar Administrativo de dicha Dependencia e informa como Domicilio del Centro de Trabajo, el ubicado en Cordillera Himalaya No. 220, Lomas 4ª. Sección de esta Ciudad. Documental pública, a la que se le reconoce valor probatorio pleno, por haber sido emitida por autoridad en ejercicio de sus funciones, conforme a lo previsto por el artículo 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; por lo que en consecuencia, se tiene por plenamente acreditado la calidad de servidora pública que ostentaba la referida persona sujeta al procedimiento como Auxiliar Administrativo, en su carácter de Cajera de la Oficina Recaudadora 078 Himalaya, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, al momento de suceder los acontecimientos materia del procedimiento que se resuelve.
Así, dado que al momento de la comisión de la conducta presuntamente infractora, la persona sujeta al procedimiento, desempeñaba un cargo o comisión en un ente público (Oficina Recaudadora 078 Himalaya, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí), de donde se desprende su calidad como servidora pública; es por tanto sujeto de responsabilidad administrativa, de conformidad con lo previsto en el artículo 3°, fracción XXVI de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con el diverso 124 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Hechos controvertidos (Análisis de la conducta atribuida al servidor público). Del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa de treinta de abril de dos mil veintiuno, visible en fojas 6 al 20 del sumario, se advierte que se imputa a ***********, en su carácter de Cajera de la Oficina Recaudadora 078 Himalaya: 
“… recibir el pago en efectivo del recibo folio 78-27025507, de fecha veintiuno de marzo del año dos mil veinte, por la cantidad de $7,655.00 (siete mil seiscientos cincuenta y cinco pesos 00/100 M.N.), por concepto de pago de derechos de control vehicular de los ejercicios fiscales 2018, 2019 y 2020, del vehículo Marca General Motors de México, Línea Chevy, modelo 2021, ***********, propiedad de la contribuyente ***********, y solicitar dicha servidora pública en ese mismo día, la cancelación del mencionado recibo de pago, esto sin reportar o ingresar el dinero efectivamente cobrado, no obstante de habérsele entregado a la contribuyente, el recibo, la tarjeta de circulación y holograma correspondiente.”
Respecto de lo cual, la autoridad investigadora señala como evidencia documental las constancias que obran en fojas 21, 40 a 45, 52, 47, 53, 61 a la 90, 94, 105, 169 a 163 del Expediente de Investigación Administrativa número ***********; quien expresa que, con lo anterior se actualiza la calificación de la falta grave establecida en el artículo 52 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, denominada peculado, consistente en que: 
“… Cometerá peculado el servidor público autorice, solicite o realice actos para el uso o apropiación para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de la citada Ley, de recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables.”
Al respecto, la Autoridad Investigadora, en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa ofreció una serie de pruebas a efecto de acreditar la falta que se le atribuye a la Presunto Responsable, siendo éstas ofrecidas en los siguientes términos:
1.- Documental Pública Primera.- Consistente en copia debidamente certificada del Expediente de Investigación Administrativa identificada con el número *********** el cual se anexa al presente informe, mismo que consta de 156 fojas útiles, documental que solicitó se ponga a la vista de ***********, en las oficinas de Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado; dicha prueba la ofrece para acreditar que se encuentra acreditada la conducta irregular desplegada, así como la presunta responsabilidad que se le atribuye.

2.- Documental Pública Segunda.- Consistente en el oficio número SF-***********, fechado el ocho de septiembre de dos mil veinte, signado por Enrique Alfonso de la Barrera Camacho, en su carácter de Director de Recaudación y Política Fiscal de la de la Secretaría de Finanzas del Estado, mediante el cual hace del conocimiento el escrito signado por la contribuyente ***********, recibido por dicha Dirección el día diecisiete de agosto del dos mil veinte, documento en el que solicita solución al problema que encontró al querer dar de baja su vehículo placas UWF1397, Marca General Motors de México, Línea Chevy, modelo 2012. ***********, mismo que se encuentra al corriente, ya que realizó el pago en efectivo el día 21 de marzo de 2020, con el recibo oficial folio 78-27025507 Oficina Recaudadora Himalaya, ejercicios 2018, 2019, y 2020, por la cantidad de $7,655.00 (siete mil seiscientos cincuenta y cinco pesos 00/100 m.n.) recibo que fue cancelado en la oficina el mismo día realizó el pago; solicitando el servidor público antes enunciado, el apoyo para la investigación correspondiente y detectar quien realizó la cancelación del recibo, documental con la que se acordó aperturar el expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa número ***********, en el cual se ordenó las investigaciones, y diligencia: pertinentes para el esclarecimiento de los hechos, solicitando los informes necesarios a las autoridades correspondientes.

3.- Documental Pública Tercera.- Consistente en el Acuerdo de Radicación de fecha veintiocho de septiembre del dos mil veinte, mediante el que registró el expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa con el número ***********, en el cual se ordenó las investigaciones, y diligencia pertinentes para el esclarecimiento de los hechos, solicitando los informe necesarios a las autoridades correspondientes.

4.- Documental Pública Cuarta.- Consistente en el oficio número ***********, de fecha 30 de septiembre de dos mil veinte, signado por Margarita Hernández Fiscal, Delegada Fiscal Zona Centro de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, recepcionado el día 13 de octubre de dos mil veinte, referente al informe pormenorizado en relación con el oficio número ***********, fechado el ocho de septiembre de dos mil veinte, signado por Enrique Alfonso de la Barrera Camacho, en su carácter de Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Estado, respecto de la queja Ciudadana que fue presentada por la contribuyente en formato libre ante dicha Dirección, así como por medio de oficio ***********, signado por Ana Cristina García Nales, Directora de Contraloría Social y Participación Ciudadana de la Contraloría General del Estado, con el que informa la recepción de la Queja número de folio SQ-004-20, presentada por la parte agraviada.

5.- Documental Pública Quinta.- Consistente en el oficio identificado con el número ***********, de fecha 30 de septiembre de dos mil veinte, que la autoridad investigadora requirió al Jefe de la Oficina Recaudadora número 78 Himalaya de esta ciudad Capital de la Secretaría de Finanzas, solicitándole remitiera a ese Órgano Interno de Control, el informe pormenorizado en relación con el oficio número ***********, signado por Enrique Alfonso de la Barrera Camacho, Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Estado, respecto de la queja Ciudadana que fue presentada por la contribuyente ***********, en formato libre ante dicha Dirección, así como por medio de Queja número de folio SQ-004-20, de conformidad con el oficio ***********0, signado por Ana Cristina García Nales, Directora de Contraloría Social y Participación Ciudadana de la Contraloría General del Estado.

6.- Documental Pública Sexta. Consistente en oficio número ***********, fechado el día trece de octubre del año próximo pasado, signado por Irene Margarita Hernández Fiscal, en su carácter de Delegada Fiscal Zona Centro de la Secretaría de Finanzas recibido el día trece de octubre del dos mil veinte; documental mediante el cual contesta el requerimiento de información solicitada por esta Autoridad Investigadora mediante oficio ***********, con el que adjuntó fotocopia del informe detallado del trámite de baja de placas de circulación ***********, elaborado por el Jefe de la oficina Recaudadora de Himalaya.

7.- Documental Pública Séptima.- Consistente en oficio número ***********, el cual consta de oficio origina ***********0, consistente en Informe Detallado, así como veinticinco copias consistentes en copia certificada de cotización de vehículo placas UWF-139Z, impresiones y copias del expediente de trámite fechado el día trece de octubre del año próximo pasado, signado por Ladislao Gómez González, Jefe de Oficina, recibido el día quince de octubre del dos mil veinte; documental con el que contesta el requerimiento de información solicitada por esta Autoridad Investigadora mediante oficio ***********, en el que señala que la C. *********** solicito la cancelación del recibo 78-27025507, de fecha 21 de marzo del año 2020, por la cantidad de $7,655.00 (siete mil seiscientos cincuenta cinco pesos 00/100 m.n.) requiriendo dicho servidor público el motivo o causa de cancelación a la mencionada cajera

8.- Documental Publica Octava.- Consistente en el oficio ***********, fechado el día trece de octubre del año próximo pasado, signado por Enrique Alonso de la Barrera Camacho, en su carácter de Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas, recibido el día dieciséis de octubre del dos mil veinte: documental mediante el cual contesta el requerimiento de información solicitada por la Autoridad Investigadora con oficio ***********, con el que informó que se giraron las instrucciones a los Departamentos de Control Vehicular y Control de Ingreso, a fin de realizar los movimientos necesarios para quitar el adeudo del vehículo de la contribuyente quejosa ***********
9.- Documental Pública Novena.- Consistente en oficio número ***********, así como su anexo consistente en el folio expedientillo número ***********, con folio 0224/2020, del sistema Foliador de la Contraloría General del Estado, fechado el día treinta de septiembre del año próximo pasado, signado por Ana Sofía Aguilar Rodríguez, en su carácter de Directora de Investigación y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado, recibido el día quince de octubre del año dos mil veinte; documental mediante el cual remite el referido expedientillo, con el fin de que el Órgano interno de Control en el ámbito de sus competencia, de inicio a la investigación conducente y comunique a dicha autoridad la procedencia o improcedencia del procedimiento de responsabilidad administrativa en relación con los hechos denunciados, y toda vez que guarda relación directa con la queja presentada por la contribuyente ***********, respecto del trámite de baja de placas de circulación *********** del vehículo de su propiedad, de los años 2018, 2019 y 2020, que ampara la cantidad de $7,655.00, realizado en la oficina Recaudadora de Himalaya, y que coincide en manifestar que el recibo expedido por dicho trámite con posterioridad fue cancelado en el sistema; y al tratarse de los mismos hechos, se ordenó se glose y se acumule el antes citado Expedientillo, al expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa identificado con el número ***********.

10.- Documental Pública Décima.- Consistente en copia certificada del recibo oficial con folio 78-27025507, por la cantidad de $7,655.00 (siete mil seiscientos cincuenta y cinco pesos 00/100 m.n.) expedido a nombre de ***********, de fecha 21 de marzo de 2020, expedido por la Oficina Recaudadora Himalaya, ejercicios 2018, 2019 y 2020 del vehículo, Marca General Motors de México, Línea Chevy, modelo 2012, ***********11.- Documental Pública Décima Primera.- Consistente en copias fotostáticas de la tarjeta de circulación para las placas de circulación ***********y holograma 2020.

12.- Documental Pública Décima Segunda.- Consistente en acuerdo de fecha 28 de abril de 2021, dictado por esta Autoridad Investigadora, en el que se realiza la calificación de faltas administrativas

Probanzas Documentales que se encuentran glosadas dentro del expediente de Investigación Administrativa identificado con el número ***********.

13.- Presuncional legal y humana o Circunstancial.- Consistente en el enlace lógico, jurídico y natural que existe entre las pruebas documentales públicas señaladas, de la cual manifiesta que se obtienen suficiente indicios para acreditar la comisión de la falta administrativa, y lo responsabilidad que se atribuye al señalado como presunta responsable.

14.- Instrumental de actuaciones.- Consistente en todas aquella constancias contenidas en el expediente de investigación administrativa, así como todas aquellas actuaciones que se generen con la substanciación del procedimiento de responsabilidad administrativa que corresponda y de las cuales se desprenda la responsabilidad de la persona denunciadas en el presente informe. Lo anterior, de conformidad con el artículo 133 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.
Por otra parte, con relación a las imputaciones formuladas a la servidora pública *********** sujeta al presente procedimiento, se observa del acta levantada para celebrar la Audiencia Inicial de diecinueve de agosto de dos mil veintiuno, visible a fojas 224 a 233 de autos, que la referida imputada, negó los hechos y señaló como irregularidades la incompetencia del Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, para fungir como autoridad investigadora en la presente causa, así como la incompetencia del Titular de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, para fungir como autoridad substanciadora en los términos de su escrito presentado y ratificado en su comparecencia ante la Autoridad Substanciadora; y ofreció las siguientes pruebas:

1.- Consistente en las copias certificadas del Expediente de Investigación Administrativa número ***********
2.- La prueba de COTEJO Y COMPULSA, a efecto de que personal autorizado de este Tribunal, se constituya en los archivos del Área de Control de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, con domicilio en Francisco I. Madero número 100 de esta Ciudad, donde se concentra la cuenta de la Oficina Recaudadora 078 Himalaya y realice el cotejo y compulsa de la copia certificada del recibo folio ***********5507 expedido por la caja 27 de la Oficina Recaudadora 013C Himalaya a nombre de la contribuyente quejosa, fechado el 21/03/2020 a las 12:59 p.m., impreso en la misma fecha y hora, que en su parte inferior izquierda dice “OFICINA”, visible a fojas 9 del expediente de investigación ***********, ahora fojas 29 de autos, con el recibo original folio 78-27025507, iguales datos de identificación, que en su parte izquierda dice “OFICINA” y consta la palabra manuscrita “JOSE” en su parte inferior derecha. Para tales efectos se señalan las 10:00 DIEZ HORAS del día 18 DIECIOCHO DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIUNO y se ordena al Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria, se constituya en el lugar, la fecha y la hora señaladas.

De igual manera, se admite a ***********, las pruebas consistentes en LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA E INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. Consistente en cada una y todas de las actuaciones que se desprenden del procedimiento y que favorezcan a sus intereses.

Por acuerdo de cuatro de octubre de dos mil veintiuno, fueron admitidas las citadas pruebas, ordenándose el desahogo de las que así lo ameritaron.
Con relación a lo anterior, consta en autos visible en fojas 23, el escrito libre de la contribuyente quejosa, *********** fechado el diecisiete de agosto de dos mil veinte, dirigido a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal; del cual se advierten, en lo que interesa, los hechos materia de la Queja o Denuncia:
“Por medio de la presente, le solicito amablemente de su ayuda, el 5 de agosto de 2020 tramité mi cita en Finanzas que se encuentra en Himalaya, para el trámite a realizar una baja de placas, lo cual no pude realizar ya que tengo multas de desde 2018 a 2020, el 21 de marzo yo liquidé esas multas, tengo mi recibo y mi tarjeta de circulación. En su momento no pudieron solucionar el problema, después de dos días nuevamente acudo a Finanzas para que me dieran una solución, la licenciada que me atendió me dice que mi recibo está cancelado. Y la solución fue que si me urgía dar de baja las placas pagara nuevamente, o bien, el responsable no se encontraba porque es una persona de alto riesgo, hasta que el regresara y me solucionara el problema. Está de acuerdo que no puedo pagar, cuando ya pagué, y no puedo esperar hasta que la persona regrese. …”

Y en fojas 33 del sumario, se localiza la queja ciudadana de la referida contribuyente, formulada ante el Sistema de Atención Ciudadana de la Dirección de Contraloría Social y Atención Ciudadana, dependiente de la Contraloría General del Estado; de la cual se obtienen los siguientes hechos: 

“La peticionaria refiere que en el mes de marzo de 2020 acudió a la Recaudadora de Himalaya a realizar el trámite de baja de placas por los años 2018, 2019 y 2020 por la cantidad de $7655.00 para vender su vehículo, días después se dio cuenta que el recibo que le dieron aparece cancelado en el sistema y continúa con el adeudo. A principios de este mes acudió nuevamente a la Recaudadora y corroboraron que el recibo está cancelado, la mandaron a las oficinas de Madero número 100 y ahí le dijeron que enviara un correo a control.vehicular@slp.gob.mx, para darle una solución. A la fecha no le han resuelto nada y solo le comentan que si le urge vender tendrá que hacer el pago nuevamente o esperar a que regrese el responsable de la Recaudadora ya que debido a la contingencia que atraviesa el Estado se encuentra en su casa por ser una persona de riesgo. …”

QUINTO.- Consideraciones lógicas jurídicas.  En este punto y en diverso orden al establecido por el artículo 206 de la Ley de Responsabilidades Administrativas en consulta, por así resultar pertinente según se verá más adelante, esta Tercera Sala Unitaria Especializada en Responsabilidades Administrativas, en su calidad Autoridad Resolutora, procede a exponer las consideraciones que sirven de sustento para la emisión de esta sentencia definitiva; previamente, al análisis y valoración de las pruebas admitidas y desahogadas, tanto por la Autoridad Investigadora como por la Presunta Responsable; y antes de determinar, la existencia o inexistencia de los hechos que configuren una falta administrativa grave y, en su caso, la responsabilidad plena de la servidora pública encausada.

En estos razonamientos lógicos jurídicos, habrán de analizarse en primer lugar, los diversos presupuestos procesales aplicables, como la competencia, atribuciones y facultades de la autoridad investigadora y la autoridad substanciadora que participaron en el procedimiento; así como, el cumplimiento o no de los diversos principios fundamentales aplicables a dicho procedimiento; por ser cuestiones de orden público y además porque todo ello fue argumentado por la Presunta Responsable, en su comparecencia a la Audiencia Inicial, entre otras cuestiones lo relativo a la incompetencia del Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, para fungir como autoridad investigadora en la presente causa, así como la incompetencia del Titular de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, para fungir como autoridad substanciadora. Para luego, si aún resulta procedente, valorar las diversas probanzas allegadas al procedimiento, a partir de cuando menos dos enfoques, uno relacionado con el continente y el otro con el contenido, la legalidad en su obtención y el alcance probatorio correspondiente; y de esta manera, como se dijo, estar en condiciones de determinar la existencia o inexistencia de los hechos y de los elementos de la falta administrativa grave imputada, así como la posible sanción a imponer.
Resulta oportuno, por lo que hace a los diversos presupuestos y principios que deben observarse y cumplirse, en todos aquéllos actos de privación o actos de molestia; traer al presente estudio lo ordenado por los artículos 14 segundo párrafo y 16 primer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que contienen los derechos humanos y garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso; así como los artículos 92 y 113 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, estrechamente vinculados con el numeral 2° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, que contienen los diversos principios aplicables a este procedimiento.

Preceptos legales que en lo conducente, se trascriben a continuación:
“ARTÍCULO 14. … Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho. …”

“ARTÍCULO 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. …”
“ARTÍCULO 92. En el curso de toda investigación deberán observarse los principios de legalidad, imparcialidad, objetividad, congruencia, verdad material y respeto a los derechos humanos. …”
“ARTÍCULO 113. En los procedimientos de responsabilidad administrativa deberán observarse los principios de legalidad, presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, congruencia, exhaustividad, verdad material y respeto a los derechos humanos.”

“ARTÍCULO 2º. Las resoluciones que emita el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa deberán apegarse a los principios de legalidad, máxima publicidad, respeto a los derechos humanos, verdad material, razonabilidad, proporcionalidad, presunción de inocencia, tipicidad y debido proceso.”
Con relación al mismo tema, el artículo 138 de la Ley de Responsabilidades Administrativas en consulta, dispone lo siguiente:
“ARTÍCULO 138. Toda persona señalada como responsable de una falta administrativa tiene derecho a que se presuma su inocencia hasta que no se demuestre, más allá de toda duda razonable, su culpabilidad. 
Las autoridades investigadoras tendrán la carga de la prueba para demostrar la veracidad sobre los hechos que demuestren la existencia de tales faltas, así como la responsabilidad de aquellos a quienes se imputen las mismas. 
Quienes sean señalados como presuntos responsables de una falta administrativa no estarán obligados a confesar su responsabilidad, ni a declarar en su contra, por lo que su silencio no deberá ser considerado como prueba o indicio de su responsabilidad en la comisión de los hechos que se le imputan.”
De los imperativos constitucionales y legales trascritos, tenemos que tanto este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en su calidad de Autoridad Resolutora, como las Autoridades Investigadoras y Substanciadoras, tenemos la obligación de realizar un estudio y análisis exhaustivo de los referidos presupuestos procesales y principios fundamentales aplicables al procedimiento, ya sea en la etapa de investigación, etapa de substanciación o etapa de resolución; acorde con lo dispuesto por los artículos, 14 y 16 Constitucionales, 92, 113 y 138 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y numeral 2° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
De acuerdo con el artículo 14 Constitucional, en todo acto privativo, se deben cumplir las formalidades esenciales del procedimiento, y éste, debe desarrollarse conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho, o sea, de acuerdo a lo ordenado en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, Ley especial aplicable al caso concreto vigente al acontecer los hechos materia de este procedimiento. Conforme al artículo 16 Constitucional, todo acto de molestia debe generarse en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, esto es, que cuente con atribuciones y facultades expresas para llevar a cabos dichos actos, lo cual debe estar fundado y motivado, además de también fundar y motivar la causa legal del procedimiento. Y como se anticipó, en estos Preceptos Constitucionales, se ubican los derechos humanos y garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, dentro de los cuales se encuentran inmersos o derivan de ellos, los principios fundamentales aplicables al procedimiento.
En efecto, con base en la mayor jerarquía de los Preceptos Constitucionales aludidos, en las tres etapas denominadas Investigación, Substanciación y Resolución, resultan aplicables los principios de legalidad, imparcialidad, objetividad, congruencia, verdad material y respeto a los derechos humanos, así como los diversos principios de presunción de inocencia, exhaustividad, máxima publicidad, razonabilidad, proporcionalidad, tipicidad y debido proceso; aún cuando no se citen de manera expresa para cada una de tales etapas, al ser la Investigación una etapa previa al inicio del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, que forma parte de todo un sistema de actuaciones cuyo propósito global es la disciplina y rendición de cuentas, exigible a los servidores públicos.
Por tanto, con relación al principio de Presunción de Inocencia, identificado en el numeral 138 de la Ley de la materia; se obtiene que: a) toda persona señalada como responsable de una falta administrativa tiene derecho a que se presuma su inocencia en tanto no se demuestre su culpabilidad, y de existir alguna duda razonable debe ser declarada inocente; b) las autoridades investigadoras tendrán la carga de la prueba para demostrar la veracidad sobre los hechos que demuestren la existencia de tales faltas, así como la responsabilidad de aquellos a quienes se imputen las mismas; y c) quienes sean señalados como presuntos responsables de una falta administrativa no están obligados a confesar su responsabilidad, ni a declarar en su contra, por lo que su silencio no deberá ser considerado como prueba o indicio de su responsabilidad en la comisión de los hechos imputados. Lo cual es congruente con los derechos de toda persona imputada, así ordenado por el artículo 20, apartado B, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos.
Así las cosas, referente a la competencia, atribuciones y facultades conferidas a la Autoridad Investigadora y a la Autoridad Substanciadora, conviene tener en cuenta lo que dispone el artículo 3°, fracciones II, III y IV, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con el diverso numeral 117 de la propia Ley de Responsabilidades Administrativas: (antes de su reforma publicada el 10 de agosto de 2021, en el Periódico Oficial del Estado, por ser ésta reforma posterior a la conducta atribuida a la servidora pública imputada). 

“ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por: …
“… II. Autoridad investigadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoria Superior del Estado, es la encargada de la investigación de faltas administrativas;

“III. Autoridad substanciadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoria Superior del Estado, y en los casos que dispone esta Ley, el Tribunal, en el ámbito de su competencia, dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la admisión del Informe de presunta responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad investigadora.

Tratándose de responsabilidad administrativa grave de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, actuará como autoridad substanciadora desde la admisión del informe de presunta responsabilidad, y hasta dejar el expediente en estado de resolución, debiendo remitir copia certificada de los autos incluido el proyecto de resolución respectivo, al Congreso del Estado; 
“IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será:

a) La unidad de responsabilidades administrativas; el servidor público asignado en las contralorías o, los órganos internos de control.
b) El superior jerárquico, en el caso de los contralores.

c) El Pleno del Congreso del Estado en el caso de los diputados; el Auditor Superior; y el Fiscal General del Estado.

d) Los respectivos plenos de los tribunales; organismos constitucionales autónomos; y cabildos; según lo establece la presente Ley, en el caso de magistrados; miembros de los ayuntamientos; e integrantes de los organismos constitucionales autónomos.

e) El Consejo de la Judicatura en el caso del personal del Poder Judicial del Estado, con excepción de los magistrados. 
Para las faltas administrativas graves, así como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal. 

Para las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y los magistrados, lo será el Congreso del Estado. …”

“ARTÍCULO 117. La autoridad a quien se encomiende la substanciación y, en su caso, resolución del procedimiento de responsabilidad administrativa, deberá ser distinto de aquél o aquellos encargados de la investigación. Para tal efecto, las contralorías, los órganos internos de control, la Auditoría Superior, contarán con la estructura orgánica necesaria para realizar las funciones correspondientes a las autoridades investigadoras y substanciadoras, y garantizarán la independencia entre ambas en el ejercicio de sus funciones.”
De acuerdo con lo establecido por los artículos aquí trascritos, resulta claro que el Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, no es la Autoridad Investigadora que, al interior de dicho Órgano, debe encargarse de investigar las faltas administrativas; y la Autoridad Substanciadora de la Contraloría General del Estado, tampoco es la autoridad que al interior del propio Órgano Interno de Control debe dirigir y conducir el procedimiento de responsabilidad administrativa, en el ámbito de su competencia. Porque tanto la Autoridad Investigadora como la Autoridad Substanciadora, a que se refieren los artículos 3º fracciones II y III, y 117 de la Ley de Responsabilidades Administrativas, deben ubicarse al interior del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, dependientes del Titular del mismo y formando parte de su estructura orgánica, exigida para observar y respetar los diversos principios de independencia y autonomía, aplicables al procedimiento.
Así es, la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en el artículo 3° fracción IV, sólo otorgó atribuciones y facultades expresas al Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, para resolver aquéllos asuntos relacionados con faltas administrativas no graves, así como otras funciones previstas en los artículos 9º, 10 y 11, de la propia Ley de Responsabilidades Administrativas; y a las Autoridades Investigadora y Substanciadora, que deben depender de dicho Titular y formar parte de su estructura orgánica, la Ley de la materia les confirió amplias atribuciones y facultades expresas, para el desarrollo de sus respectivas funciones. 
Efectivamente, entre otras atribuciones y facultades expresas para la Autoridad Investigadora, se advierte que en las fracciones XVI y XX, del artículo 3° de la Ley de Responsabilidades Administrativas, al describir el Expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa y el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, se establece que, el expediente es aquél que deriva de la investigación que las Autoridades Investigadoras realizan en sede administrativa y, que el informe, es el instrumento en el que las Autoridades Investigadoras describen los hechos relacionados con alguna de las faltas señaladas en dicha Ley. En los artículos 88, 89 y 90, se regulan los casos donde los presuntos responsables podrán confesar su responsabilidad ante las Autoridades Investigadoras, para obtener los beneficios correspondientes. En los artículos 92 al 101, tenemos el desarrollo de la etapa de investigación a cargo de las Autoridades Investigadoras, con las diversas atribuciones y facultades expresas al respecto. En los artículos 103 y 106, se establece que la Autoridad Investigadora podrá impugnar la abstención de la Autoridad Substanciadora para ejercitar las acciones correspondientes. El artículo 118, determina que la Autoridad Investigadora es parte en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa que lleva la Autoridad Substanciadora. El artículo 192, dispone que el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa será emitido por la Autoridad Investigadora, y establece los requisitos que debe contener, entre otros el nombre, domicilio y firma de la misma. Y por último, el artículo 207 fracción I, establece que la Autoridad Investigadora presentará el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa ante la Autoridad Substanciadora, quien podrá prevenir a aquélla para que subsane, corrija o aclare, cualquier omisión o deficiencia que se advierta.
Luego entonces, el Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, no debió actuar como Autoridad Investigadora, porque como se vio, las atribuciones y facultades expresas en materia de investigación, fueron conferidas a una Autoridad Investigadora que debe depender de dicho Titular y formar parte de la estructura orgánica del referido Órgano Interno de Control; circunstancia también aplicable, a la Autoridad Substanciadora del propio Órgano; por lo que la Titular de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, no debió fungir como Autoridad Substanciadora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas; ya que se trata de diverso órgano de control, aun cuando el Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas dependa jerárquica y funcionalmente de la Contraloría General del Estado; máxime que ambas Autoridades, Investigadora y Substanciadora, deben ubicarse al interior de la Contraloría Interna o del Órgano Interno de Control, según sea el caso. 
Lo anterior, en términos de los artículos 3° fracciones II y III, y 117 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; estrechamente vinculados, con el artículo 44 fracción XVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, donde se establece que, corresponde a la Contraloría General del Estado, substanciar los procedimientos correspondientes conforme a lo establecido en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de San Luis Potosí, por sí, o por conducto de los Órganos Internos de Control que correspondan a cada área de la Administración Pública Estatal; también relacionados, con los artículos 23 fracción II y 24 fracción II, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 31 de agosto de 2017, donde en ese orden, se establecen las atribuciones y facultades de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, y de la Dirección de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial, la primera como Autoridad Substanciadora y, la segunda, como Autoridad Investigadora, ambas dependientes de dicho Órgano Estatal de Control; y con los diversos numerales 29 fracción XIV y 30 primer párrafo, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, donde se establece que los Órganos Internos de Control ejercerán las atribuciones de investigación y substanciación, en términos del ordenamiento legal en materia de responsabilidades;  y que, para el ejercicio de dichas atribuciones, contarán en su estructura con las autoridades para atender las funciones de investigación, substanciación y resolución, en términos de la legislación en materia de responsabilidades. 

Numerales estos últimos que se trascriben en la parte conducente, para mayor claridad y comprensión:
“ARTÍCULO 29. Los Órganos Internos de Control, dependerán jerárquicamente del Contralor, y serán normados, coordinados, supervisados y evaluados a través de la Dirección General de Órganos Internos de Control y Comisarías, y ejercerán las siguientes atribuciones: …

“… XIV. Investigar y substanciar los procedimientos correspondientes derivados de las faltas administrativas de los servidores públicos de la Dependencia o Entidad a la que se encuentren designados; y en su caso, fincar las responsabilidades a que haya lugar e imponer las sanciones respectivas, en los términos del ordenamiento legal en materia de responsabilidades, con excepción de las que conozca la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública; …”

“ARTÍCULO 30. Para el ejercicio de las atribuciones que dispone el artículo inmediato anterior, los Órganos Internos de Control contarán en su estructura con las autoridades para atender las funciones de investigación, substanciación, resolución, atención de quejas y denuncias y auditoría, en los términos de la legislación en materia de responsabilidades. …”

En esa tesitura, puede concluirse que la investigación realizada por el Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, es violatoria de los artículos 14 segundo párrafo y 16 primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como de los numerales, 3° fracciones II y III, y 117 de la Ley de Responsabilidades Administrativas; 44 fracción XVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; 23 fracción II, 24 fracción II, 29 fracción XIV y 30 primer párrafo, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado; toda vez que, sin ser la autoridad competente, o sea, sin ser la Autoridad Investigadora a que se refieren los artículos 3° fracción II y 117 de la Ley de Responsabilidades Administrativas, emitió diversos acuerdos de radicación y trámites relacionados con una investigación que no le corresponde, calificó como grave la conducta indebidamente investigada, emitió el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y, lo presentó ante la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, quien resulta ser la Autoridad Substanciadora dependiente de la Contraloría General del Estado, también incompetente porque ésta no se encuentra al interior del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, como lo exigen los numerales en comento, pues se ubica al interior de la Contraloría General del Estado; vulnerándose con todo ello, los derechos humanos y garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, establecidos a favor de todo gobernado incluida la aquí Presunta Responsable, que debieron observarse y cumplirse en el respectivo Procedimiento de Responsabilidad Administrativa que se resuelve.
Referente a la substanciación del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa de que se trata, sigue la misma suerte de la investigación, esto es, resulta violatoria de los preceptos constitucionales, legales y reglamentarios referidos en el párrafo precedente; pues la indagatoria se encuentra viciada de origen, ante la falta de competencia y legitimación del Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, para investigar y calificar la conducta materia del procedimiento, así como para emitir, firmar y turnar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa; sobre todo, porque indebidamente ejerció atribuciones y facultades propias de la Autoridad Investigadora, que debe depender del propio Titular del Órgano Interno de Control, ubicarse al interior del mismo y formar parte de su estructura orgánica; y además, porque en lugar de turnar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa a la Autoridad Substanciadora perteneciente al propio Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, fue turnado a la diversa autoridad incompetente, Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, la que como se dijo, es la Autoridad Substanciadora de la Contraloría General del Estado; autoridad que inclusive, fue omisa en estudiar y analizar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa que indebidamente le fue turnado, para prevenir a la supuesta Autoridad Investigadora, sobre el incumplimiento de los requisitos correspondientes para que los subsanara, como son la falta de competencia y legitimación reseñadas, conforme a los artículos 193 y 207 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Lo hasta aquí analizado, evidencía violaciones al Procedimiento de Responsabilidad Administrativa que nos ocupa, al haberse desarrollado por una  supuesta Autoridad Investigadora que carece de competencia y legitimación, lo cual es causa suficiente para decretar la improcedencia y sobreseimiento del mismo.
No obstante lo anterior, esta Tercera Sala Unitaria advierte, que los Órganos Internos de Control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y de la Fiscalía General del Estado, mantienen una dependencia jerárquica y funcional con la Contralaría General del Estado, según se establece en la fracción XXIV, del artículo 44 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; por lo tanto, el Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, en el supuesto de no contar hacia su interior con la estructura orgánica para investigar, substanciar y en su caso resolver sobre las faltas administrativas,  pudo válidamente remitir a la Contraloría General del Estado, los elementos documentales necesarios para que a través de su autoridad Investigadora, proceda a iniciar e integrar la investigación y determinación de la falta administrativa de que se trata, a efecto de preservar los principios que rigen el procedimiento administrativo sancionador, conforme los artículos 24, fracciones I, II, IV, V, VI y relativos, del Reglamento Interior de la Contraloría General de Justicia del Estado.

Lo anterior, en el entendido de que el procedimiento de responsabilidades administrativas es de orden público e interés social, ya que interesa al Estado y a la sociedad misma que se determine la responsabilidad en que, en su caso, incurran los servidores públicos y que se apliquen las sanciones procedentes, pero siempre con estricta observancia a los principios que rigen el procedimiento sancionador de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. Lo que se salvaguarda con la emisión de la resolución que en derecho proceda por parte de la autoridad competente, en que se respeten las formalidades previstas en la norma jurídica,  salvaguardando los derechos sustantivos del servidor público investigado y que sustenten la legalidad de la resolución.

Se invoca por analogía y en apoyo a lo anterior, el criterio sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en la Tesis Aislada I.7º.A.217 A, Novena Época, con Número de Registro 183716, Tribunales Colegiados de Circuito, materia Administrativa, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVIII, Julio 2003, Página 1204, con la siguiente voz y texto:

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LAS DISPOSICIONES DE LA LEY RELATIVA QUE REGULAN TANTO EL PROCEDIMIENTO COMO LA APLICACIÓN Y EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES CORRESPONDIENTES, SON DE ORDEN PÚBLICO E INTERÉS SOCIAL. La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos tiene por objeto reglamentar el título cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que comprende de los artículos 108 a 114 en materia de los sujetos de responsabilidad, obligaciones y sanciones en el servicio público; así, el Estado y la sociedad están interesados en que todos los empleados del gobierno cumplan con las obligaciones establecidas por el artículo 47 de la ley en comento, tendientes a salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan sin perjuicio de sus derechos laborales. De igual manera, la sociedad presta particular atención a que en los procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos se sigan acatando plenamente las disposiciones legales correspondientes, respetando los plazos previstos por la norma jurídica, tanto para salvaguardar los derechos sustantivos del servidor público investigado como para sustentar la legalidad de una resolución que finque responsabilidad a algún empleado del Estado. Por tanto, los artículos que regulan el procedimiento de responsabilidad administrativa que contienen las sanciones imponibles a los servidores públicos involucrados, así como la ejecución de las mismas, son de orden público e interés social.”
Por tanto, ante la falta de competencia y legitimación de los funcionarios que indebidamente fungieron como Autoridad Investigadora y Substanciadora, SE DECRETA LA IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO DE ESTE PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA; con fundamento en lo dispuesto por los artículos 194 fracción III y 195 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; pues de los hechos referidos en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y de las pruebas proporcionadas por el Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Finanzas, fueron realizados por una autoridad que carece de competencia y legitimación para realizarlos y por ende, no se demuestra la comisión de la falta administrativa grave denominada Peculado. 
Se estima pertinente aclarar, que en el escrito de comparecencia a la Audiencia Inicial, ante la supuesta Autoridad Substanciadora de este procedimiento, la hoy Presunta Responsable hizo valer diversos argumentos o excepciones opuestas que no se estudian, porque aun cuando se hiciera, ya no cambiaría el sentido de la presente resolución, estimándose suficiente lo hasta aquí analizado.

Con fundamento en el artículo 208 fracción V de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, esta sentencia definitiva, debe notificarse personalmente a la Presunta Responsable; y a la Tercero Interesado, únicamente para su conocimiento. Y por oficio, a las Autoridades Investigadora y Substanciadora de este procedimiento;  y al jefe inmediato o al titular de la dependencia, para los efectos legales a que haya lugar.
Por último, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 217 y 218 de la Ley de Responsabilidades Administrativas, se informa a las partes del procedimiento, que la presente sentencia definitiva puede ser impugnada a través del Recurso de Apelación ante la Sala Superior de este Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la misma.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 123 y 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8°, 29 y 30, fracción I, incisos a) y b) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3°, fracción IV, inciso e), párrafo segundo y 208, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; es de resolverse y se, 
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Especializada en Responsabilidades Administrativas, resultó competente para conocer y resolver el presente Procedimiento de Responsabilidad Administrativa.

SEGUNDO.- Se decreta la improcedencia y sobreseimiento de este Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, ante la falta de competencia y legitimación del funcionario que indebidamente fungió como Autoridad Investigadora.
TERCERO.- Notifíquese personalmente, a la Servidora Pública encausada y a la contribuyente Tercero Interesada; y mediante oficio, a las autoridades que fungieron como Autoridad Substanciadora y Autoridad Investigadora.

ASÍ, lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Especializada en Responsabilidades Administrativas, Licenciado JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ISMAEL MÉNDEZ HERNÁNDEZ, que autoriza y da fe.- CONSTE. RUBRICAS.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

